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República de Colombia 

 
Rama Judicial 

Tribunal Superior del Distrito Judicial 
Bogotá D. C. 

SALA LABORAL 
 

MAGISTRADO PONENTE: DR. ÉDGAR RENDÓN LONDOÑO 

 

RADICADO 110013105015202100026-03 

CLASE DE PROCESO ORDINARIO LABORAL  

DEMANDANTE MARK ALLEN LINARES BUITRAGO 

DEMANDANDO - GREEN INVEST S.A.S. 
- INVERSIONES SEQUOIA COLOMBIA S.A.S.  

 

En Bogotá D. C. a los treinta y un (31) días del mes de marzo de dos mil veinticinco 

(2025), el Magistrado Ponente en asocio de los demás miembros integrantes de la Sala 

de Decisión, en atención a lo dispuesto en la Ley 2213 del 13 de junio de 2022, procede a 

dictar la siguiente, 

 

PROVIDENCIA  

 

Decide el Tribunal el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante 

contra el auto de fecha 15 de abril de 2024, mediante el cual el A quo negó una medida 

cautelar de caución (archivo 87 carpeta 1ª inst. exp. Digital). 

 

ANTECEDENTES 

 

Pretende el señor MARK ALLEN LINARES BUITRAGO se declare la existencia de 

un contrato de trabajo con la demandada GREEN INVEST S.A.S. desde el 12 de 

noviembre de 2010, hasta el 31 de enero de 2012, el cual continuó con la sociedad 

INVERSIONES SEQUOIA COLOMBIA S.A.S. hasta el 20 de junio de 2020; que entre las 

sociedades accionadas se produjo el fenómeno jurídico de la sustitución patronal a partir 
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del 1 de febrero de 2012. En consecuencia, se condene a INVERSIONES SEQUOIA 

COLOMBIA S.A.S. a pagarle los siguientes emolumentos causados desde el 12 de 

noviembre de 2010, hasta el 20 de junio de 2020: 

 

1.4.1. Recargos por trabajo en dominicales y festivos. 
1.4.2. Recargos por trabajo suplementario. 
1.4.3. Recargos por trabajo nocturno. 
1.4.4. Primas de servicios. 
1.4.5. Compensación de vacaciones en dinero. 
1.4.6. Auxilio de cesantía. 
1.4.7. Intereses de cesantías con su correspondiente sanción por mora en su pago. 
1.4.8. Aportes al sistema de seguridad social en pensiones con destino a Administradora 
Colombiana de Pensiones ‘COLPENSIONES. 
1.4.9. Aportes al sistema general de seguridad social en salud con destino a EPS SANITAS. 
1.4.10. Intereses moratorios por falta de pago de aportes a seguridad social en salud y 
pensiones. 
1.4.11. Indemnización moratoria prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990. 
1.4.12. Indemnización por falta de pago de salarios y prestaciones sociales prevista en el 
artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo. 
1.4.13. Indemnización por despido injusto. 
1.4.14. Indexación de las sumas adeudadas. 

 

Solicita también, se condene de manera solidaria a la sociedad INVERSIONES 

SEQUOIA COLOMBIA S.A.S. a pagarle los siguientes emolumentos causados desde el 

12 de noviembre de 2010, hasta el 31 de enero de 2012: 

 

1.5.1. Recargos por trabajo en dominicales y festivos. 
1.5.2. Recargos por trabajo suplementario. 
1.5.3. Recargos por trabajo nocturno. 
1.5.4. Primas de servicios. 
1.5.5. Compensación de vacaciones en dinero. 
1.5.6. Auxilio de cesantía. 
1.5.7. Intereses de cesantías con su correspondiente sanción por mora en su pago. 
1.5.8. Aportes al sistema de seguridad social en pensiones con destino a Administradora 
Colombiana de Pensiones ‘COLPENSIONES. 
1.5.9. Aportes al sistema general de seguridad social en salud con destino a EPS 
SANITAS. 
1.5.10. Intereses moratorios por falta de pago de aportes a seguridad social en salud y 
pensiones. 
1.5.11. Indemnización moratoria prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990. 
1.5.12. Indexación de las sumas adeudadas; y demás rubros dejados de percibir. 

 

De manera subsidiaria, se declare que ente las sociedades GREEN INVEST S.A.S. 

e INVERSIONES SEQUOIA COLOMBIA S.A.S. se produjo la cesión de contrato de 

trabajo. En consecuencia, se condene a INVERSIONES SEQUOIA COLOMBIA S.A.S. a 
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pagarle los siguientes emolumentos causados desde el 12 de noviembre de 2010, hasta 

el 20 de junio de 2020: 

 

2.2.1. Recargos por trabajo en dominicales y festivos. 
2.2.2. Recargos por trabajo suplementario. 
2.2.3. Recargos por trabajo nocturno. 
2.2.4. Primas de servicios. 
2.2.5. Compensación de vacaciones en dinero. 
2.2.6. Auxilio de cesantía. 

2.2.7. Intereses de cesantías con su correspondiente sanción por mora en su 
pago. 
2.2.8. Aportes al sistema de seguridad social en pensiones con destino a 
Administradora Colombiana de Pensiones ‘COLPENSIONES. 
2.2.9. Aportes al sistema general de seguridad social en salud con destino a EPS 
SANITAS. 
2.2.10. Intereses moratorios por falta de pago de aportes a seguridad social en salud y 
pensiones. 
2.2.11. Indemnización moratoria prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990. 
2.2.12. Indemnización por falta de pago de salarios y prestaciones sociales prevista en el 
artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo. 
2.2.13. Indemnización por despido injusto. 
2.2.14. Indexación de las sumas adeudadas. 

 

Por último, solicita se condene al pago de costas y agencias en derecho (archivo 

01, carpeta 1 instancia). 

 

Posteriormente, mediante memorial presentado al Juzgado el 24 de enero de 2024, 

la parte actora solicitó medida cautelar consagrada en el artículo 85 A del CPTSS, 

argumentando que el Tribunal Superior de Bogotá Sala Laboral mediante sentencia del 29 

de septiembre de 2023, confirmó la sentencia proferida por el Juzgado 23 Laboral del 

Circuito de Bogotá, dentro del proceso Ordinario Laboral No. 110013105023202200255-

01, promovido por el señor Jahir Alejandro Luna Badillo contra INVERSIONES SEQUOIA 

COLOMBIA S.A.S., ordenándole pagar al demandante la suma de $367.923.314; que 

INVERSIONES SEQUOIA COLOMBIA S.A.S. ha realizado trámites tendientes a 

insolventarse e impedir la efectividad de la sentencia que se profiera en el presente 

proceso. 

 

Sostuvo que, INVERSIONES SEQUOIA COLOMBIA S.A.S. cerró 

intempestivamente la sede de la clínica VIP ubicada en la calle 97 No. 23-10 en la ciudad 

de Bogotá a partir del 20 de diciembre de 2023; que terminó el contrato de más de 85 
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personas que prestaban sus servicios en la clínica VIP; que como consecuencia de ello, 

la sociedad INVERSIONES SEQUOIA COLOMBIA S.A.S. no percibe los recursos 

necesarios para su funcionamiento y se encuentra en graves y serias dificultades para el 

cumplimiento oportuno de sus obligaciones. Arguyó que, solicitó a la Secretaría Distrital 

de Salud de Bogotá D.C. información sobre la novedad en virtud de la cual se produjo el 

cierre total o parcial de los servicios de la Clínica VIP CENTRO DE MEDICINA 

INTERNACIONAL establecimiento de propiedad de la accionada; que al respecto la 

Secretaría Distrital de Salud de Bogotá D.C. le contestó que no se había observado 

imposición de medidas de sellos y/o medidas de seguridad respecto al establecimiento 

mencionado (archivo 79, carpeta 1 instancia). 

 

A través de auto del 25 de enero de 2024, el Juzgado 15 Laboral del Circuito de 

Bogotá citó a las partes para audiencia de que trata el artículo 85 A del CPTSS; luego, la 

parte actora aportó adición de la medida cautelar, allegando pruebas relacionadas con el 

cierre de la clínica VIP CENTRO DE MEDICINA INTERNACIONAL y solicitó fueran 

decretadas otras por parte del A quo (archivo 80 y 82, carpeta 1 instancia). 

 

Por su parte, la pasiva allegó escrito de oposición a la solicitud del mandamiento el 

26 de enero de 2024 (archivo 81, carpeta 1 instancia), en donde expuso que no era cierto 

que la sociedad INVERSIONES SEQUOIA COLOMBIA S.A.S. se estuviera insolventando; 

que por el contrario, podía demostrar que acababa de realizar un incremento del capital 

tal y como se acreditaba en los certificados de existencia y representación legal de la 

Cámara de Comercio de Bogotá, que se aportaban como prueba. 

 

Enfatizó en que, el capital de la sociedad se había aumentado en diciembre del 

2023, en $10.100.000, a $12.494.037, como se observaba de los mencionados 

certificados; el primero expedido el 11/12/2023, y el segundo, el 25/01/2024, conforme a 

los cuales el capital suscrito y pagado acababa de ser incrementado en $2.394.037, tal y 

como se podía ver a continuación: 
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Añadió que, el segundo certificado de existencia y representación legal con fecha 

de expedición 25/01/2024, acreditaba que en diciembre de 2023, el capital suscrito y 

pagado se había aumentado a $12.494.037, así: 

 

 

 

 

Sustentó que, de acuerdo con lo resuelto en la junta directiva conforme al Acta No. 

130, allegada al informativo, celebrada el 20 de noviembre de 2023, se había dejado 

constancia de que se había discutido y aprobado la transformación de la Clínica VIP, en 
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su lugar, entraría a operar en la misma locación el CENTRO MÉDICO INTEGRAL CMI, el 

cual se efectuaría en un término máximo de 9 meses, en los cuales se ejecutaría obras 

civiles necesarias para el cumplimiento y prestación de los servicios que se continuarían 

brindando una vez transformada, lo cual implicaría que pasarían de ser una institución 

prestadora de servicios de salud de tercer nivel, a una de segundo nivel. Adujo que, la 

Secretaría Distrital de Salud mediante oficio «Respuesta Radicado 2023-ER-40965» del 

11/12/2023, dirigido al representante legal de la sociedad demandada, dejaba constancia 

de los documentos que se habían presentado para el cierre temporal de los servicios de 

adultos, hospitalización de adultos y UCI de la clínica VIP, lo cual se comprobaba que 

había sido enterada del cierre temporal de la clínica siendo autorizado por dicha 

Secretaría. 

 

También señaló que, INVERSIONES SEQUOIA COLOMBIA S.A.S. estaba 

sometida a situación de control y de grupo empresarial, inscrita desde el 16/05/2014, en 

el registro mercantil, en donde se podía constatar que la sociedad matriz AXA S.A., era 

quien ejercía su control a través de otras empresas de importancia, reconocidas 

mundialmente como AXA COLPATRIA SEGUROS S.A., COLPATRIA MEDICINA 

PREPAGADA S.A. y OPERADORA DE CLÍNICAS Y HOSPOTALES S.A., lo cual 

comprobaba no solo que es una empresa solvente, sino que ha aumentado su capital 

(archivo 81, carpeta 1 instancia). 

 

Se adjuntó extracto de Acta No. 130 del 20 de noviembre de 2023, en el que se 

estipula: 
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Asimismo, se aportó, respuesta emitida por la Secretaría de Salud de Bogotá con 

el asunto «Respuesta Radicado 2023-ER-40965», en el que se constataba: 
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(Resaltado en amarillo fuera de la imagen original). 

 

Igualmente, allegó al plenario documento denominado «Respuesta a 

Requerimiento 1894992024 del 22/03/2024», dirigido al señor Luis Ángel Vanegas, por 

parte de la Secretaría de Salud, en donde constata (archivo 83, carpeta 1 instancia):  
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(Resaltado en amarillo fuera de la imagen original). 
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Formulario de registro único empresarial y social RUES de los años 2021, 2022 y 

2023, en el que aparece la información financiera de la sociedad accionada, que para el 

año 2023, en el que se reporta: 

 

 

 

Mediante correo electrónico del 11 de abril de 2024 (archivo 82, carpeta 1 instancia), 

la parte actora allegó adición a la solicitud de medida cautelar en donde se aportaron 

documentos que buscaban acreditar su solicitud, entre los que se destaca formulario 

expedido por el Curador Urbano No. 2 de Bogotá con fecha de radicación 28/06/2023, y 

vigencia hasta el 30 de octubre del presente año, en el que se otorga licencia de 

construcción para renovación, como milita de la siguiente imagen: 
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El día 15 de abril de 2024, el Juez llevó a cabo la audiencia del artículo 85 A del 

CPTSS, en donde decretó las pruebas documentales allegadas por las partes y decidió 

negar la medida cautelar solicitada por la parte actora, toda vez que la razón o motivo que 

generaba la medida cautelar contemplada en el canon normativo, era evitar que la 

sociedad demandada tomara medidas pendientes a insolventarse, como por ejemplo, 

vender bienes inmuebles, transferírselos a otra persona natural o jurídica, disminución 

progresiva y reiterada del capital de la misma entidad y demás situaciones; sin embargo, 

en el presente asunto no se había observado conforme las pruebas allegadas tal situación. 

 

Expuso que, si bien era cierto y se había aceptado expresamente por la parte 

demandada, que había cerrado algunos de los servicios de la clínica VIP, lo había hecho 

en aras de ampliar la capacidad de la misma y durante un término de 9 meses, recibiendo 

la correspondiente autorización por parte de la Secretaría Distrital de Salud; que 

igualmente se había corroborado que efectivamente se iban a realizar las obras, tal como 

constaba en la decisión tomada por la curaduría quien había aprobado la realización de 

las mismas, tal y como constaba en los certificados allegados.  

 

Añadió que, allí mismo se corroboraba que se había incrementado el capital de la 

sociedad en más de $200.000.000, de suerte que, no se encontraban acreditadas las 
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medidas tendientes a insolventarse, sino que, por el contrario, existía constancia de un 

aumento de la capacidad económica de la sociedad, toda vez que el cierre de la 

mencionada clínica había sido temporal; por lo tanto, no se cumplían los presupuestos 

establecidos en el artículo 85 A del CPTSS. 

  

 La parte actora inconforme con la decisión interpuso recurso de apelación, 

indicando que el Juzgado había dejado de decretar algunas pruebas que estaban 

relacionadas con el propósito de la medida cautelar prevista en el artículo 85 A del CPTSS, 

como los estados financieros del año 2023, contratos de transacción, cartas de 

terminación de contratos de trabajo y renuncias de los trabajadores, lo cual se podía 

demostrar con prueba documental en poder de la demandada o a través de inspección 

judicial con exhibición de documentos, probanzas que tenían como propósito acreditar que 

fueron 85 o más trabajadores que ya no hacían parte de la entidad accionada. 

 

Refirió que, si bien fue aceptado por la parte demandada de que si hubo un gran 

número de retiro de trabajadores, lo cual se corroboraba con las declaraciones extra juicio 

allegadas al proceso, era mejor pecar por exceso en este tipo de pruebas y en especial 

contar con los estados financieros del año 2023. Acotó que, el hecho de que la sociedad 

INVERSIONES SEQUOIA COLOMBIA S.A.S. tenga otras clínicas funcionando no 

significaba que su situación económica no se estuviera insolventando, toda vez que la 

pasiva no había acreditado que esas clínicas estuvieran funcionando adecuadamente y 

que estuvieran en mejores condiciones que las clínicas VIP, sino que; por el contrario, 

había quedado acreditado con los estados financieros del año 2022, la disminución del 

capital que se produjo de 2021 a 2022; por lo cual, solicitaba se decretara la prueba en la 

que se allegara los estados financieros del 2023.  

 

Precisó que, el fortalecimiento económico en la Cámara de Comercio del aumento 

de capital era simplemente una formalidad y de conformidad con el artículo 53 de la 

Constitución Política, prevalecía la realidad sobre las formas; además el artículo 229 de la 

Constitución Política, establece que prevalece el derecho sustancial; por lo cual en este 

caso, el solo hecho de que la sociedad INVERSIONES SEQUOIA COLOMBIA S.A.S. 

afirmara que formalmente aumentó su capital, no se encontraba acreditado; que incluso el 

nivel 3 de complejidad de atención en salud estaba bajando al nivel 2, lo que 
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correlativamente traería la disminución de su capital, lo cual se traducía en la insolvencia 

o las dificultades económicas para cumplir con la sentencia. 

  

También debía considerarse que a pesar de que se le requirió expresamente a 

INVERSIONES SEQUOIA COLOMBIA S.A.S. información sobre los trabajadores que 

fueron desvinculados, no los había aportado; que incluso se interpuso acción de tutela y 

ni siquiera de esa manera se pudo lograr que se suministrara esa información, que 

evidentemente demostraba sus dificultades económicas. Por todo lo anterior, solicitó se 

revocara la decisión del juzgado en cuanto a negar la medida cautelar y se decretara las 

pruebas que estaban pendientes. 

 

CONSIDERACIONES  

 

En estricta consonancia con el recurso interpuesto y de conformidad con el numeral 

7º del artículo 65 del CPTSS, procede la Sala a establecer si hay lugar o no a decretar la 

medida cautelar de que trata el artículo 85 A del CPTSS.  

 

El artículo 85 A del Código Procesal Laboral y de la Seguridad Social establece las 

medidas cautelares que el Juez puede adoptar en el curso de un proceso ordinario, con el 

fin de que no se hagan ilusorias las resultas de este; medidas, que consisten en una 

caución que debe asegurar entre el 30% y 50% de las pretensiones de la demanda. 

  

Según esta disposición procesal, las medidas cautelares al interior del proceso 

ordinario laboral proceden en tres eventos: i) cuando el demandado efectúe actos 

tendientes a insolventarse; ii) cuando ejecute actos tendientes a impedir la efectividad de 

la sentencia –estos dos al interior del proceso-; y iii) cuando el Juez considere que el 

demandado se encuentra en graves y serias dificultades que comprometen el 

cumplimiento de las obligaciones. 

 

Sobre el particular, la Corte Constitucional en la sentencia C-379 de 2004, señaló:  

  
Por su naturaleza, la caución sirve para el resarcimiento de perjuicios a favor del 
demandante hasta un monto determinado, que en el caso de la norma acusada el legislador 
señaló que debe oscilar entre el 30% y 50 % del valor de la pretensión al momento de 
decretarse la medida cautelar. Al respecto, en sentencia C-316 de 2002, la Corte afirmó 
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que “en términos generales, el sistema jurídico reconoce que las cauciones son garantías 
suscritas por los sujetos procesales destinadas a asegurar el cumplimiento de las 
obligaciones adquiridas por éstos durante el proceso, así como a garantizar el pago de los 
perjuicios que sus actuaciones procesales pudieran generar a la parte contra la cual se 
dirigen. Así entonces, mediante el compromiso personal o económico que se deriva de la 
suscripción de una caución, el individuo involucrado en un procedimiento determinado (1) 
manifiesta su voluntad de cumplir con los deberes impuestos en el trámite de las diligencias 
y, además (2) garantiza el pago de los perjuicios que algunas de sus actuaciones 
procesales pudieran ocasionar a la contraparte. Las cauciones operan entonces como 
mecanismo de seguridad e indemnización dentro del proceso”.  
  
(…)  
  
Por tanto, la razón de ser de la medida es precisamente evitar el desconocimiento de la 
sentencia, pues cuando el demandado efectúe actos tendientes a insolventarse, podrá el 
juez imponer la caución, garantizando el cumplimiento de la misma. Aquí no se desconoce 
el derecho de acceso a la administración de justicia, pues como se ve, la decisión se toma 
después de una valoración y un análisis de las pruebas y sólo cuando el juez considere 
que las resultas del proceso pueden ser desconocidas, previsión que se justifica en favor 
del trabajador.  
   
La carga procesal que se impone al demandado no agrava su situación, simplemente 
cuando el juez considere que se encuentra en serias dificultades para el cumplimiento de 
sus obligaciones, y en aras de proteger al trabajador decreta la medida, con el fin de hacer 
efectiva la orden dada en la sentencia.  
   
Ahora bien, no oír al demandado a quien se le solicitó que prestará caución y no lo ha 
hecho, tampoco vulnera ningún derecho fundamental, pues precisamente lo que la norma 
quiere asegurar es que quien es demandado, cumpla a cabalidad con las resultas del 
proceso, y si, después de valorar las pruebas, el juez estima procedente decretar la medida 
cautelar, necesario es, que efectivamente se preste, pues de lo contrario, la sentencia 
podría quedar en el vació, y no tiene sentido que quien se somete a un largo procedimiento 
con el fin de que se le reconozcan sus derechos prestacionales, no pueda finalmente ver 
materializada su pretensión, pues quien tiene que cumplir con la sentencia realiza actos 
tendientes a insolventarse, de manera tal, que simplemente si es ejecutado no tendrá con 
qué acatar el fallo proferido en su contra. Además, debe tenerse en cuenta que el mismo 
artículo le da al demandado la posibilidad de apelar la decisión del juez de imponer o no la 
medida cautelar, en caso de que la considere injusta.  

 

Considera la parte actora que la llamada a juicio ha realizado trámites tendientes a 

insolventarse por haber cerrado intempestivamente la sede de la Clínica VIP ubicada en 

la calle 97 No. 23-10 en la ciudad de Bogotá y como consecuencia de ello, haberle 

terminado los contratos a 85 trabajadores que prestaban sus servicios a dicha clínica, por 

lo que en la actualidad no perciben los recursos necesarios para su funcionamiento.  

 

A juicio de la Sala, con las probanzas arrimadas por la empresa demandada, incluso 

por la misma parte actora, no se evidencia que la llamada a juicio se encuentre en graves 

y serias dificultades para el cumplimiento oportuno de sus obligaciones laborales, pues 
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consta que el cierre de la clínica VIP es temporal, y según los argumentos de la enjuiciada 

ese cierre temporal tiene como finalidad de que opere el CENTRO MÉDICO INTEGRAL 

CMI, en un término máximo de 9 meses, pasando de una Institución Prestadora de 

Servicios de Salud de 3° nivel a uno de 2° nivel, lo cual comprueba que aún seguirá 

operando y no se trata de un cierre definitivo ante dificultades de disolución o liquidación 

de la sociedad. Aunado a que, se allegó también constancia de los incrementos 

económicos que se han alcanzado a 2023; por lo que no es necesario que sea decretada 

la prueba solicitada por la parte actora consistente en los estados financieros del 2023, 

pues con lo allegado es más que suficiente para acreditar que la sociedad accionada no 

está ejecutando actos tendientes a impedir la efectividad de la sentencia, toda vez que 

cuenta con capital suficiente. 

 

Ahora, si bien de acuerdo a lo informado por la llamada a juicio, pasaran del nivel 3 

de complejidad de atención en salud a nivel 2, ese solo hecho no conlleva a acreditarse 

que va a existir una disminución de su capital como lo considera el recurrente, pues dicho 

cambio consiste en una forma de restructuración de la sociedad como plan estratégico, 

que posiblemente busca optimizar el manejo de los servicios de salud que presta la 

compañía, lo cual puede resultar más beneficioso para ellos. Frente al argumento del 

apelante respecto de que al haberse realizado algunos despidos por la accionada a 

trabajadores de la compañía por el cierre temporal de la clínica, debe concluirse que la 

sociedad no está en la capacidad económica para responder por sus obligaciones 

laborales, es una afirmación que no tiene respaldo probatorio, como por ejemplo, que se 

hubiera dado inicio a un proceso de liquidación o insolvencia ante la Superintendencia de 

Sociedades, de lo cual no obran elementos de juicio.   

 

Así las cosas, no encuentra esta Corporación aspectos contundentes que dejen 

entrever que efectivamente se están dando las condiciones plasmadas en el artículo 85 A 

del CPTSS para decretar la medida cautelar solicitada; por lo tanto, se confirmará la 

decisión de primera instancia.  

 

En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley 
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RESUELVE 

 

PRIMERO: CONFIRMAR la providencia apelada de fecha el 15 de abril de 2024, 

proferida por el Juzgado 15 Laboral del Circuito de Bogotá, por las razones anteriormente 

expuestas.  

 

SEGUNDO: COSTAS en esta instancia a cargo la parte apelante. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

 
 
 
 

ÉDGAR RENDÓN LONDOÑO 
Magistrado 

 
 
 
 
 
 

DIEGO ROBERTO MONTOYA MILLÁN 
Magistrado 

 
 
 
 
 
 

ÁNGELA LUCÍA MURILLO VARÓN 
Magistrada 
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AUTO DEL PONENTE:  

 

Se fijan como agencias en derecho en esta instancia de la parte demandante, la 

suma de $355.875.  

 

 

 

ÉDGAR RENDÓN LONDOÑO 
Magistrado Ponente 

 
 


